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RESUMEN: La necesidad de abordar la simplificacién administrativa es constante en
el debate social, econémico y politico desde hace tiempo. Probablemente, los objetivos
y motivos del sector piblico y del sector privado para reclamarla no coinciden. Pero lo
cierto es que se percibe como una necesidad. La Comunidad Auténoma de Aragén la
ha impulsado mediante la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administra-
tiva. Esta Ley impulsa la simplificacién en sus tres vertientes esenciales, la regulatoria, la
procedimental y la organizativa, e incorpora otras medidas conexas como las palancas
de transformacién digital o reformas de leyes estructurales para la accién publica como
las de contratacién, subvenciones o hacienda.
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ABSTRACT: The need to address administrative simplification has been a constant
in the social, economic and political debate for some time. Probably, the objectives and
motives of the public sector and the private sector to demand it do not coincide. But the
truth is that it is perceived as a necessity. The Autonomous Community of Aragon has

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 25/08/2021 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 20/09/2021.
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promoted it through Law 1/2021, of February 11, on administrative simplification. This
Law regulates simplification in its three essential aspects, normative, procedural and orga-
nizational, and incorporates other related measures such as digital fransformation levers
or reforms of structural laws for public action such as contracting, subsidies or finances.

Key words: administrative simplification; better regulation; public contracts; subsidy;
digital transformation

1. LA CONSTRUCCION DE UNA POLITICA DE SIMPLIFICACICN ADMI-
NISTRATIVA IMBRICADA EN LA ADMINISTRACION PUBLICA.
IMPLICAR A LA ORGANIZACION EN SU PROPIA SIMPLIFICACION

5Qué es la simplificacién administrativa? La simplificacién administrativa
es un proceso permanente e integral de transformacién y mejora de la organi-
zacién del sector publico resultante de un conjunto de iniciativas de mejora de
la calidad normativa, simplificacién normativa, transformacién digital del sector
pUblico, modernizacién y racionalizacién administrativa, revisién, reordenacién
y agilizacién de procedimientos y reduccién de cargas administrativas.

sPor qué una politica de simplificacién? Qué se trata de conseguir... La
Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa (en adelante
LS), aspira a lograr la implantacién en el sector pdblico de una cultura de
la simplificacién que vaya mds alld de los diferentes aspectos parciales que
aportan mds simplicidad a las organizaciones publicas y estructura de forma
infegrada esas acciones. 3Por qué? Responde a demanda social y empresarial
de simplificar y agilizar la accién y el funcionamiento de la Administracién,
especialmente en tiempos de crisis. También la propia Administracién y sus
gestores son conscientes de las posibilidades de mejora de sus procesos y, con
frecuencia, de las deficiencias regulatorias que estén en la base de muchos de
los problemas detectados. Sin demagogia ni segundas intenciones. No debe
suponer, ni razonablemente pretender, la desaparicién de la Administracién,
su retranqueo hasta espacios que le hagan imposible cumplir con su funcién
constitucional de servicio al interés general, como si de un artefacto molesto o
in0til se tratase. No se trata, de imponer menos Administracién, sino de exigir
mejor Administracién.

La LS, en todo caso, opera en su dmbito competencial, el autonémico
(incluyendo al sector piblico autonémico y, con matices, al local), y se ve
limitada en este sentido por la legislacién estatal. Como sefiala su predmbulo
«el proceso de simplificacién administrativa no podrd completarse totalmente
en Aragén, ni en ninguna otra Comunidad, si no lo afronta también el Estado,
si no hay una voluntad decidida de transformar la regulacién, la actuacién y
la organizacién de todas las administraciones piblicas plasmada en las leyes
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estatales que rigen, en lo fundamental, su conformacién. Esta ley, por tanto,
llega hasta donde puede llegar atendida la normativa estatal vigente».

5Cudles son sus pilares fundamentales? En qué consiste la simplificacion
administrativa... Simplificacién administrativa, en triple vertiente regulatoria,
organizativa y procedimental. No se trata de cambiar normas, por un lado,
plantillas por otro y procedimientos, finalmente, de forma aislada sino de
disefiar una estrategia global de cambio, de transformacién de la cultura
organizativa del sector publico haciendo que los principios organizativos y
de funcionamiento, repetidamente proclamados, orienten de forma efectiva su
rumbo, sus relaciones con la sociedad y la funcién de servicio a los intereses
generales.

Ha de concretarse, pues, en un proceso integral de transformacién de toda
la organizacién. Al igual que la transformacién digital de cualquier organiza-
cién comporta un cambio integral de la organizacién, que va mucho mdés allé
del hardware y las aplicaciones y requiere una profunda renovacién estructural,
la simplificacién administrativa exige también una transformacién de la organi-
zacién actual para adaptarla a nuevas formas de hacer. El predmbulo de la LS
lo expresa gréficamente «la Administracién debe modernizarse, las actitudes
deben modernizarse y la regulacién debe, también, modernizarse. La trans-
formacién digital es hoy un imperativo absoluto, esencial, en ese proceso de
modernizacién, que no admite mds demoras. La organizacién y los empleados
pUblicos han de implicarse en ese proceso de transformacién, comprometerse
con él y liderarlo. Ha de superarse, en fin, la asuncién con naturalidad de
formas de regular, frecuentemente basadas en la desconfianza y concebidas al
margen de la organizacién, que convierten la regulacién en una rémora para
la actuacién de las Administraciones publicas y para la actividad econémica
de los particularess.

Pieza clave en la estructura de la LS es el deber general de promocién de
la simplificacién administrativa, conforme al cual todas las entidades y érganos
que integran el sector piblico autonémico deberdn promover de forma efectiva
la simplificacién administrativa en sus respectivos dmbitos de competencias. En
tal sentido, en el ejercicio de sus competencias, conforme a los principios de
simplificacién, deberdn optar por aquellas alternativas regulatorias y de gestién
que impliquen una mayor simplificacién administrativa, tal cual se define en la
LS, y menores cargas para los ciudadanos.

Pero recordemos que aqui, como ocurre muy frecuentemente en las rela-
ciones administrativas, hay dos actores. Sector piblico y sector privado deben
colaborar en las politicas de simplificacién, y han de hacerlo desde la corres-
ponsabilidad, pues la transformacién de la administracién, digital y simplifica-
dora, no logrard sus objetivos si no cuenta con la implicacién de ciudadanos
y empresas que, lealmente, asuman los nuevos planteamientos no como vias
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de escape o de elusién del cumplimiento normativo, sino como instrumentos
para lograr mds agilidad, seguridad juridica y previsibilidad de la actuacién
administrativa. La administracién, por su parte, debe asumir que sus tiempos
han de responder a las expectativas de ciudadanos y empresas y que han de
ser ciertos y previsibles.

La LS dedica su extenso articulo 4, amplio en el proyecto de ley y ampliado
durante la tramitacién parlamentaria, al establecimiento de los criterios de
simplificacién, que cabe clasificar en organizativos, procedimentales y docu-
mentales. Los criterios organizativos de simplificacién son los siguientes:

a) Reordenacién de la distribucién de competencias entre los diferentes
érganos para favorecer de forma efectiva la simplificacién de la actividad
administrativa, considerando especialmente el principio de subsidiariedad.

b) Supresién de cargas administrativas repetitivas, obsoletas, no exigibles
legalmente o que, aun siéndolo, no sean necesarias para la adecuada reso-
lucién del procedimiento.

c) Revisién de la necesidad de determinados registros y, en caso de serlo,
posibilidad de inscripcién de oficio y de vigencia indefinida de la inscripcién.

d) Mejora de la informacién sobre requisitos, documentacién y procedi-
mientos, cumpliendo las obligaciones generales de transparencia y las especi-
ficas de la ley de simplificacién.

e) Establecimiento de modelos de declaracién, memorias o test de confor-
midad que faciliten la presentacién de solicitudes y la elaboracién de informes
preceptivos.

f) Publicacién de catélogos de buenas prdcticas, modelos, formularios y
ofros instrumentos de simplificacién administrativa.

g) Agilizacién de las comunicaciones, especialmente potenciando la trans-
formacién digital de la Administracién y fomentando la relacién electrénica
con los ciudadanos, garantizando, en todo caso, las condiciones bdsicas de
accesibilidad y no discriminacién que deberdn reunir los dispositivos y servi-
cios electrénicos para las personas con algin tipo de discapacidad y para
las personas mayores, en igualdad de condiciones, con independencia de
sus circunstancias personales, medios o conocimientos, reduciendo la brecha
digital y garantizando atencién a aquellas personas para las que no resulte
posible la comunicacién electrénica.

h) Formacién permanente y especifica de los empleados publicos en mate-
ria de simplificacién administrativa en su triple vertiente: normativa, organiza-
tiva y procedimental.

i) Adaptacién de la informacién y los diferentes trédmites de los proce-
dimientos a lectura facil y lenguaje claro para garantizar la participacién e
integracién en la sociedad de las personas con mayores dificultades.
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Junto a los anteriores, los criterios procedimentales de simplificacién inci-
den directamente sobre los procedimientos administrativos, proponiendo su
revisién simplificadora:

a) Simplificacién, unificacién o eliminacién de procedimientos, sin merma
de las garantias exigibles ni de la transparencia de la actividad administrativa.

b) Programacién temporal del desarrollo de los procedimientos, consi-
derando el impacto de las incidencias administrativas o generadas por los
inferesados en los mismos.

c) Reduccién de términos y plazos y supresién, acumulacién o simplifica-
cién de trdmites innecesarios, redundantes o que no contribuyan a la mejora
de la actividad administrativa, sin merma de las garantias exigibles ni de la
transparencia de la actividad administrativa.

d) Extensién y potenciacién de los procedimientos de respuesta inmediata
o resolucién automatizada para el reconocimiento inicial de un derecho o facul-
tad, asi como para su renovacién o continuidad de su ejercicio. Este criterio
se aplicaré especialmente a los procedimientos y servicios en que se resuelven
las pretensiones y demandas de la ciudadania tras un Gnico contacto con la
Administracién o en un tiempo muy breve.

Finalmente, se enuncian también los criterios de simplificacién relativos a
la gestién documental en el sector pdblico, que son los siguientes:

a) Fomento de declaraciones responsables y comunicaciones, reduciendo
la aportacién de datos, documentos y requisitos exigibles para ejercicio de
derechos o inicio de actividades, sin merma de las garantias exigibles ni de
la transparencia y control piblicos.

b) Supresién o reduccién de la documentacién requerida a los interesados,
favoreciendo la sustitucién de la aportacién por declaraciones responsables
y analizando el momento idéneo para ello, tendiendo a exigirla solo a quie-
nes resulte estrictamente necesario atendida la propuesta de resolucién en el
momento anterior mds cercano.

c) Agrupacién documental, incorporando en documento Gnico las mani-
festaciones que, en forma de declaraciones, certificaciones o actuaciones de
similar naturaleza, deba hacer una misma persona en un mismo trémite, o en
varios si la gestién del procedimiento lo permite.

d) Normalizacién documental, de formularios de solicitud, declaraciones
responsables, comunicaciones, certificaciones y documentos de andlogo cardc-
ter, disefiando modelos que faciliten y agilicen su cumplimentacién, con los
datos minimos para identificar a la persona interesada y facilitando, cuando
sea posible, su cumplimentacién anticipada.

En definitiva, como sefiala el predmbulo de la LS, «es preciso, pues,
administrar mejor, no menos, regular mejor, no menos, evaluar mds y mejor.
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No se trata de eliminar la Administracién o de postergar al sector piblico v,
con ello, desproteger los intereses generales. Se trata de hacerlos mejores,
mds cercanos a ciudadanos y empresas, més dgiles, mds proactivos, mds tec-
nolégicos, mds atentos a las necesidades que deben atender para cumplir su
funcién constitucional de servicio a los intereses generales». Y para ello resulta
indispensable gestionar los procesos de mejora, ponderar la importancia de la
coherencia de los procesos y del tiempo de tramitacién, su repercusién para
el correcto funcionamiento del sector publico y su extrema importancia para
el sector privado que se relaciona con él. Es conveniente que el sector piblico
haga suyos aquellos elementos de la gestién privada de proyectos que pueden
reportar beneficios a su actividad, especialmente en lo relativo al andlisis y
optimizacién de procesos y a la planificacién y programacién temporal de su
actuacién. Ha de hacerse al regular, al gestionar, al organizarse... y evaluar,
evaluar y evaluar...

La LS se aplica integramente al sector piblico autonémico. Pero también
se aplica, en los términos establecidos en su disposicién adicional sexta, a las
entidades locales que estdn sujetas a las disposiciones de la parte articulada
de la ley cuando asi se establezca expresamente en la misma y, en todo caso,
a lo previsto en el titulo preliminar, excepto el articulo 5, el titulo Il y, cuando
en virtud de su normativa especifica apliquen los regimenes de declaracién
responsable y comunicacién, los capitulos primero y tercero del titulo Ill. Ade-
mds, en la regulacién de los procedimientos de su competencia, en el marco
de la legislacién bésica y sectorial aplicable, las entidades locales observardan
los criterios establecidos en el capitulo segundo del titulo lll. En cualquier caso,
la parte final de la LS les serd igualmente de aplicacién conforme a lo que
se establezca en cada caso en las correspondientes disposiciones o, cuando
se trate de disposiciones modificativas de otras normas legales, conforme a
lo establecido en estas.

Il. LA GOBERNANZA DE LA SIMPLIFICACIéN. TENDER UNA RED DE
SIMPLIFICACION DENTRO DEL SECTOR PUBLICO

5Quién hace qué? Es evidente que no existe un Unico érgano o depar-
tamento competente en materia de simplificacién administrativa en la admi-
nistracién autonémica. No es cuestién que, hasta el momento al menos, haya
tenido sustantividad propia. La dispersién competencial, a este respecto, no
ayuda a simplificar la administracién. En la administracién autonémica no hay
pues unidades especificas de simplificacién, pero si hay tres protagonistas, al
menos, que deben liderar, desde sus competencias, la politica de simplificacién.
En primer lugar, el Departamento competente en materia de administracién
pUblica (Hacienda y Administracién Piblica); en segundo lugar, el Departa-
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mento competente en materia de transformacién digital (Ciencia, Universidad
y Sociedad del Conocimiento); y, por dltimo, el ente competente para prestar
servicios sobre tecnologias y servicios de la informacién y telecomunicaciones
(Aragonesa de Servicios Telemdticos).

2Cdmo superar esta situacién? Creando una red de simplificacién cuyo
nodo central es la nueva Comisién de simplificacién administrativa, que deberia
compensar la dispersién departamental de las competencias que afectan a la
simplificacién administrativa. La Comisién de Simplificacién Administrativa, ads-
crita orgdnicamente al departamento competente en materia de Administracién
pUblica y, funcionalmente, a la Presidencia del Gobierno es una organizacién
instrumental sumamente sencilla y de marcado cardcter técnico, integrada por
un méximo de diez miembros, empleados publicos autonémicos y locales con
experiencia acreditada y especializacién en derecho administrativo, organiza-
cién administrativa, gestién y politicas publicas, empleo pdblico, contratacién
administrativa, subvenciones, administracién electrénica y transformacién digi-
tal de organizaciones. Sus miembros son designados mediante acuerdo del
Gobierno de Aragén, a propuesta de la Presidencia, oidos los departamentos
competentes en materias relacionadas con la simplificacién administrativa. Su
mandato es de cinco afios, superior a un periodo normal de legislatura, reno-
vable indefinidamente. La Comisién se constituyé el 18 de marzo de 2021,
definitivamente integrada por ocho empleados puiblicos de la administracién
autonémica y uno de la administracién local (todos con sus correspondientes
suplentes). Se ha establecido que la Comisién aprobard su propio reglamento
de organizacién y funcionamiento, que concretard la forma en que se creard
la red de simplificacién administrativa. Asi, se prevé que a las sesiones de la
Comisién puedan asistir habitualmente, con voz y sin voto, los jefes de servi-
cio competentes en materia de simplificacién de los diferentes departamentos
o empleado piblico designado por las secretarias generales técnicas de los
departamentos. Ademds, la Comisién se organizard en grupos de trabajo,
liderados por uno o varios de sus miembros, integrados por ofros miembros
de la Comisién, otros empleados piblicos y ofras personas especialistas en las
diferentes materias que sean objeto de los grupos. Entre tales grupos cobrardn
especial protagonismo, muy probablemente, los de transformacién digital y
administracién local.

En general, a la Comisién de Simplificacién Administrativa le corresponde
el impulso, seguimiento y evaluacién de las politicas de simplificacién admi-
nistrativa en el marco y con el alcance establecidos en la ley de simplifica-
cién. Para ello, conoce y, en su caso, informa las iniciativas departamentales
en materia de simplificacién administrativa en cualesquiera de las vertientes
sefialadas en el articulo 2 de la ley de simplificacién, normativa, organizativa
o procedimental, formula propuestas, informa y, en su caso, propone el desa-
rrollo no programado de proyectos de simplificacién administrativa concretos
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cuando la urgencia de la situacién asi lo aconseje y promueve actuaciones
de formacién de los empleados pdblicos y de difusién y sensibilizacién entre
la ciudadania. Ademds, cada dos afios realizard un informe de evaluacién y
seguimiento de la simplificacién administrativa en el sector piblico aragonés
y elaboraré un catdlogo de buenas précticas. También en su vertiente evalua-
dora deberd elaborar el informe final de evaluacién y seguimiento del Plan de
Simplificacién Normativa, que se adjuntaré al siguiente Plan.

. LA SIMPLIFICACJON MEDIATA. EL PROCESO HACIA LA EFECTI-
VIDAD DE UN REGIMEN JURIDICO DE INTERVENCION, SILENCIO,
INFORMES Y PLAZOS

1. El despliegue de la politica de simplificacién administrativa

La Ley de simplificacién no alcanzard sus objetivos si no se impulsa su
programa de desarrollo, ejecutando las diferentes acciones previstas en ella.

ACTUACION ORGANO RESPONSABLE | CRONOGRAMA ART.
Promocién de la publicacién | Dpto. competente en Art. 4.2
de catdlogos de buenas Administracién Piblica
prdcticas, modelos,
formularios y otros
instrumentos de simplificacién
administrativa
Plan simplificacién normativa | Dpto. competente en calidad | Primer semestre Art. 5
anejo a Plan de Gobierno normativa legislatura
(con seguimiento anual y
evaluacién final)

Constitucién de la Adscrita orgdnicamente a Art. 6
Comisién de simplificacién Dpto. competente en Admon.
administrativa Pblca.y funcionalmente a la

Presidencia
Informe de evaluacién Comisién de simplificacién Cada dos afios Art. 8
y seguimiento de la administrativa
simplificacién administrativa
Catélogos y Premios a las Comisién simplificacion Cada dos afios Art. 9
Buenas Précticas administrativa de acuerdo

con Dpto. competente en

Administracién poblica
Sustitucion de autorizaciones | Organos y entidades del 6 meses Art. 14y
o licencias por sector pdblico autonémico DF 16°
declaraciones responsables
o comunicaciones previas
(Revisién régimen de
intervencién)
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Acreditacién y registro Departamento competente en Art. 20
Entidades Colaboradoras Administracién piblica
Certificacién
Revisién efectos silencio Administracién autonémica'y | 6 meses Art.27 y
administrativo sus organismos publicos DF 16°
Revisién plazos resolucién Administracién autonémica y | 6 meses Art.28 y
procedimientos sus organismos publicos DF 16°
Revisién plazos emisién Administracién autonémica y | 6 meses Art.29 y
informes sus organismos publicos DF 16°
Plataforma emisién informes Art. 30
sectoriales
Revisién aportacién Administracién autonémica'y | 6 meses Art.31y
documentacién sus organismos publicos DF 16°
Evaluacién permanente Administracién autonémica y | Periodicidad Art. 32
procedimientos sus organismos publicos fijada por acuerdo
Comisién de
Simplificacién
Administrativa
Obligaciones transparencia Departamento competente en Art. 33
transparencia en coordinacién
con Departamento competente
en administracién electrénica
Registro funcionarios Departamento competente en Art. 52
habilitados administracién electrénica
Espacio personal relacién Departamento competente en Art. 55
electrénica con la ciudadania | administracién electrénica
Plataforma Gobernanza Datos | Departamento competente en Art. 56
administracién electrénica
Impulso al establecimiento Departamento competente en Art. 57
cuadros de mando administracién electrénica
Implantacién teletrabajo Departamento competente en | Desarrollo DA 2°
materia de empleo pdblico reglamentario
Relacién electrénica aspirantes | Departamento competente en | Desarrollo por DA 3°
pruebas selectivas empleo piblico Orden
Expedientes gasto escasa Gobierno de Aragén a DA 4°
cuantia propuesta del Departamento
competente en materia de
Hacienda
Reglamento del Registro Gobierno de Aragén a 6 meses DF 2%y
beneficiarios subvenciones propuesta del Departamento 19¢
competente en materia de
Hacienda
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Proyecto Ley aplicacién Ley Gobierno de Aragén 6 meses desde DF 16°

Simplificacién entrada en vigor Ley
Simplificacién

Procedimiento para Secretaria General de la 1 mes DF 16°

adaptacién de régimen Presidencia y Secretaria

intervencién, silencio, plazos, | General de Hacienda

efc.

Decretos de sustitucién Gobierno Aragén a propuesta DF 16°

autorizaciones o licencias por | de los Departamentos

declaracién o comunicacién competentes

Aprobacién textos refundidos | Todos los Departamentos Un afio DF 17¢

Especial importancia tiene el proceso de adaptacién, que impone la Ley de
simplificacién, del régimen de intervencién, procedimientos y plazos de silencio
e informe. En este punto, la nueva Ley no entra en vigor de forma inmediata,
sino solo tras el desarrollo del proceso de adaptacién. La clave de este proceso
es un proyecto de ley «6mnibus» que el Gobierno de Aragén debia aprobar y
remitir a las Cortes de Aragén dentro del plazo de seis meses tras la entrada
en vigor de la Ley de simplificacién. La plena vigencia del titulo Il de la Ley
de Simplificacién, pues, requiere completar el proceso de adaptacién de la
normativa precedente. Prevé, a este respecto, la Ley que «la efectiva aplicacién
de lo establecido en el titulo Il de esta ley respecto de concretos procedimientos,
trémites de informe o dictamen y trédmites de aportacién de documentacién
tendrd lugar conforme a lo previsto en la disposicién final decimosexta de
esta ley» (Disposicién final vigésima, apartado 2, LS). El proyecto de ley de
aplicacién y desarrollo de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién
administrativa, se encuentra ya en tramitacién parlamentaria (BOCA n°. 167,
de 27 de octubre de 2021).

El proyecto de Ley «émnibus» de simplificacién administrativa deberd
incorporar las reformas legales necesarias para la sustitucién de autorizacio-
nes o licencias previas por declaraciones responsables o comunicaciones, la
sustitucién del silencio negativo por silencio positivo, la revisién de los plazos
de silencio administrativo, la revisién de los plazos de emisién de informes y
dictémenes y los procedimientos en los que la aportacién inicial de documen-
tacién por los solicitantes se sustituye por declaracién responsable, indicando
el momento en el que habrd de aportarse la documentacién.

Este proceso se inicia con la aprobacién por la secretaria general téc-
nica del departamento competente en materia de Administracién piblica y la
Secretaria General de la Presidencia, dentro del plazo de un mes desde la
entrada en vigor de la ley, el procedimiento que se seguird y los formularios
que deberdn cumplimentarse por los diferentes departamentos y organismos
pUblicos respecto de las cinco cuestiones a las que se refiere el apartado ante-
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rior. Dicha Resolucién conjunta fue emitida con fecha 19 de marzo de 2021
(BOA del 29 de marzo). En ella se concretaron los procedimientos y plazos
para la sustitucién de autorizaciones o licencias previas por declaraciones
responsables o comunicaciones, del silencio negativo por positivo y de los
plazos de resolucién de procedimientos o de emisién de informes y dictdmenes.
Ademds, la resolucién exigié de las secretarias generales técnicas, destinatarias
de esta, que concretasen las razones de interés general concurrentes en cada
caso para justificar el mantenimiento de autorizaciones y licencias previas,
efectos del silencio o plazos de resolucién o informe.

Una vez aprobado dicho proyecto como Ley, la efectiva sustitucién de auto-
rizaciones o licencias previas por declaraciones responsables o comunicaciones
requerird, ademds, la aprobacién de Decretos posteriores, que concretardn el
momento a partir del cual se aplicaré el régimen de declaracién responsable
o comunicacién previa, tramitdndose los procedimientos iniciados antes de ese
momento conforme a la normativa que fuese de aplicacién al iniciarse. Ademds,
deberdn incluir las tablas de cumplimiento, de modo que tanto los interesados
como los érganos responsables del procedimiento puedan identificar de forma
sencilla los requisitos y documentacién precisa. Y, por Gltimo, establecerdn
también los modelos de declaracién responsable o comunicacién previa.

En cualquier caso, no habrd cambios sin capacidad de gestionarlos ple-
namente pues la aplicacién del régimen de declaracién responsable o comu-
nicacién requiere que, previamente, existan servicios y personal de inspeccién
adecuados para desarrollar las funciones de comprobacién, inspeccién y san-
cién. A tal fin, y con objeto de agilizar la transicién organizativa de las estruc-
turas actuales a las revisadas, redefiniendo sus funciones y competencias en el
nuevo contexto, podrdn tramitarse simultdneamente el Decreto anterior, previsto
en la disposicién final sexta de la Ley, y las modificaciones necesarias de las
relaciones de puestos de trabajo y, en su caso, presupuestarias, para dotar
servicios o reordenar los existentes que gestionaban autorizaciones y licencias.

Ofro instrumento al servicio de la simplificacién, igualmente mediata, es
el plan de simplificacién normativa, que se elaborard de forma simulténea al
Plan de Gobierno en el primer semestre de cada legislatura, y se aprobard,
junto al Plan de Gobierno, mediante acuerdo del Gobierno de Aragén. Su
objeto es la revisién, actualizacién, simplificacién y, en su caso, consolidacién
de las disposiciones autonémicas vigentes. El plan de simplificacién normativa
incorporard medidas tales como las de simplificacién y reduccién del nimero
de normas, adaptacién de las normas a los principios de buena regulacién o
consolidacién de la normativa vigente, en linea con lo directamente previsto
en la disposicién final decimoséptima de la LS, que ordena un amplio pro-
grama de refundicién. El seguimiento de la ejecucién del Plan se realizard
con cada revisién del Plan Anual Normativo y se elaborard un informe final
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que se adjuntard, previo informe de la Comisién de Simplificacién, al Plan de
Simplificacién Normativa que sustituya al evaluado.

2. Régimen juridico de intervencién, silencio, informes, plazos y
documentacién. Novedades en la Ley de Simplificacién

Precisa el predmbulo de la LS que en ella «se afrontan, en este marco,
reformas estructurales de normas fundamentales para la organizacién y fun-
cionamiento del sector piblico aragonés. No se trata con ello de desregular
o hacer que lo piblico se retire de escena sino, como ya se ha sefialado, de
regular mejor, de homogeneizar procedimientos, de suprimir trdmites superfluos,
de automatizar la actuacién administrativa utilizando nuevas herramientas tec-
nolégicas, de interconectar todas las dreas para facilitar el flujo de informacién.
Todos los departamentos afrontardn esa tarea de autoexamen vy, tras él, de
propuesta de mejora en el proceso de implantacién de lo establecido en esta ley.
Este proyecto, afrontado por muchos Estados ya, permanentemente pendiente
en Espafa, serd un instrumento mds de mejora para los servicios publicos, la
garantia de los derechos sociales y el desarrollo de actividades econémicas
en Aragén, haciéndolas més competitivas, haciendo mds competitivo a nuestro
sector publico autonédmico y, a la postre, aumentando la competitividad de
Aragén como ferritorio».

Quizé la cuestién mds relevante de las incluidas en el titulo Il es la poten-
ciacién del régimen de declaracién responsable y comunicacién como sistema
preferente de intervencién administrativa sobre la actividad de los particulares
(art. 14 LS). De este modo, la declaracién responsable y la comunicacién
se aplicardn en cualquier dmbito de competencia autonémica, con la Gnica
excepcién de los supuestos en los que la normativa de la Unién Europea o
del Estado, de aplicacién directa o bésica, exija declaraciones, autorizaciones
o licencias previas. Excepcionalmente, podrédn mantenerse autorizaciones o
licencias previas mediante norma con rango de ley por razones imperiosas de
interés general, concretando en su memoria justificativa las razones, especifi-
cando los dafios para los intereses generales ponderdndolos con los legitimos
intereses de sus destinatarios (art. 15.1 LS).

La LS recoge, de forma abiertq, tales razones de interés general, conside-
rando como tales «las razones definidas e interpretadas por la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de la Unién Europea y en particular, de forma no limita-
tiva, el orden piblico, la seguridad piblica, la proteccién civil, la salud publica,
la preservacién del equilibrio financiero del régimen de Seguridad Social, la
proteccién de los derechos, la seguridad y la salud de los consumidores, de
los destinatarios de servicios y de los trabajadores, las exigencias de la buena
fe en las transacciones comerciales, la lucha contra el fraude, la prevencién
de la competencia desleal, la proteccién del medio ambiente y del entorno
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urbano, la politica de vivienda social, la proteccién de la salud, la sanidad
animal, la propiedad intelectual e industrial, la conservacién del patrimonio
histérico y artistico y los objetivos de la politica social y cultural» [art. 2.b) LS].

Conviene recordar a este respecto que el concepto de razén imperiosa
de interés general establecido en el articulo 17 de la Ley 20/2013, de 9 de
diciembre, de garantia de la unidad de mercado (en adelante LGUM), como
excepcién al régimen de declaracién responsable, es adn mds estricto, en su
dmbito, que el de la nueva norma aragonesa. Prevé dicho precepto, bdsico
y aplicable «al acceso a actividades econémicas en condiciones de mercado
y su ejercicio por parte de operadores legalmente establecidos en cualquier
lugar del territorio nacional» (art. 2 LGUM), que «se podrd establecer la exi-
gencia de una autorizacién siempre que concurran los principios de necesidad
y proporcionalidad, que habrdn de motivarse suficientemente en la Ley que
establezca dicho régimen» y que «se considerard que concurren los principios
de necesidad y proporcionalidad para la exigencia de una autorizacién: aq)
Respecto a los operadores econémicos, cuando esté justificado por razones de
orden piblico, seguridad publica, salud piblica o proteccién del medio ambiente
en el lugar concreto donde se realiza la actividad, y estas razones no puedan
salvaguardarse mediante la presentacién de una declaracién responsable o de
una comunicacién. b) Respecto a las instalaciones o infraestructuras fisicas nece-
sarias para el ejercicio de actividades econémicas, cuando sean susceptibles
de generar dafios sobre el medio ambiente y el entorno urbano, la seguridad
o la salud pdblica y el patrimonio histérico-artistico, y estas razones no puedan
salvaguardarse mediante la presentacién de una declaracién responsable o de
una comunicacién. c) Cuando por la escasez de recursos naturales, la utilizacién
de dominio publico, la existencia de inequivocos impedimentos técnicos o en
funcién de la existencia de servicios piblicos sometidos a tarifas reguladas, el
nimero de operadores econémicos del mercado sea limitado. d) Cuando asi
lo disponga la normativa de la Unién Europea o tratados y convenios interna-
cionales, incluyendo la aplicacién, en su caso, del principio de precaucién».

De forma coherente con la normativa bdsica, se regula el contenido de la
declaracién responsable (art. 15.2 LS), la previsién de modelos (art. 15.3 LS)
y la necesaria existencia, antes de su implantacién, de servicios de inspeccién
(art. 15.4 LS). Del mismo modo, la comunicacién aparece concebida como
«puesta en conocimiento» de la administracién de datos relevantes para el inicio
de una actividad o el ejercicio de un derecho, podrd ser previa o posterior
(art. 16.1y 2 LS) y contaré también con modelos para faciilitar su presentacién
(art. 16.2 LS). Por lo demds, también de forma coherente con lo establecido en
la legislacién bésica estatal, con una sola declaracién o comunicacién, tiene
lugar el reconocimiento o es posible el ejercicio de un derecho o el inicio de
una actividad, desde el dia de su presentacién, sin perjuicio de las facultades
administrativas de comprobacién, control e inspeccién (art. 17 LS).
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Especial atencién tiene la regulacién de la actividad de comprobacién,
inspeccién y sancién, claramente delimitadas en la LS. Asi, el control inme-
diato de declaraciones responsables y comunicaciones tiene lugar a través de
la actividad de comprobacién, a la que se dota de un régimen especifico. El
control permanente, como en prdcticamente cualquier otro dmbito de accién
pUblica, se desarrolla ejerciendo las potestades de inspeccién y sancionadora.

La LS no elimina la capacidad de la administracién para realizar un
control permanente en los dmbitos de su competencia ejerciendo potestad de
inspeccién. Asi, las Administraciones podrdn requerir en cualquier momento
que el inferesado aporte la documentacién exigible conforme a la normativa
aplicable y éste deberd aportarla. Los efectos de la inexactitud, falsedad u
omisién, de cardcter esencial, son los establecidos en la legislacién bésica
(imposibilidad de continuar actividad o ejercer derecho, restauracién), que hace
suyos la LS (art. 18.2), sin perjuicio de la aplicacién del régimen sancionador
(arts. 34 a 49 LS).

Pero se regula especificamente la actividad de comprobacién posterior de
lo declarado o comunicado, que no afecta al pleno ejercicio de la potestad
de inspeccién, comprenderd la totalidad de las manifestaciones y documentos
objeto de la declaracién responsable o la comunicacién y tendrd lugar, den-
tro del plazo de seis meses, salvo que se establezca otro inferior en norma
sectorial, desde la presentacién de la declaracién responsable, o en su caso,
desde la de la subsanacién de las deficiencias detectadas. La legislacién sec-
torial podrd establecer el derecho del declarante o comunicante a solicitar la
emisién por el érgano o entidad competente de un acto de conformidad, una
vez transcurrido el plazo de comprobacién.

Una relevante funcién de colaboracién con la administracién para hacer
efectivo el régimen de intervencién basado en declaracién responsable y
comunicacién corresponde a las entidades colaboradoras de certificacién
(ECC en adelante), expresién de colaboracién piblico-privada, bajo pleno
control publico. Podrd inscribirse y actuar como entidad colaboradora de
certificacién toda persona juridica que, debidamente acreditada e inscrita
en el registro de ECC, ejerza funciones de comprobacién, informe y certifi-
cacién en los dmbitos en los que hayan de aplicarse declaracién responsable
o comunicacién como régimen de intervencién administrativa o en aquellos
otros en que se establezca por norma de rango legal (art. 19.1 LS). En todo
caso, las funciones de las ECC no sustituirdn las potestades propias de la
administracién. En este sentido, tanto la administracién local como la auto-
némica podrdn, en cualquier momento, verificar las funciones y actuaciones
desarrolladas por aquellos (art. 19.2 LS).

Podrdn acreditarse como ECC los colegios profesionales o personas juri-
dicas legalmente constituidas, conforme a un régimen reglado, accediendo al
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registro de ECC (art. 20 LS). Los requisitos varian segin los casos, pero se exige
siempre poéliza de responsabilidad profesional (art. 21 LS), maxime dado que
su régimen de responsabilidad estd rigurosamente regulado, previendo como
regla general que las ECC serdn responsables de los certificados que emitan,
para concretar luego cuando dos o mds entidades colaboradoras actien con-
juntamente, la entidad que emita el certificado principal serd solidariamente
responsable con las que emitan los accesorios, mientras que las que emitan los
certificados accesorios serdn responsables Gnicamente de los certificados que
emitan (art. 25.1 y 2 LS). Cuando el que actle sea un colegiado en colegio
profesional acreditado en cuyo dmbito profesional resulte exigible seguro de
responsabilidad civil profesional, el colegio profesional, en su condicién de
entidad colaboradora de certificacién, y el profesional serén solidariamente
responsables (art. 25.3 LS).

Las funciones de las ECC se concretan en la realizacién de comproba-
ciones, informes y certificaciones, la emisién de un documento-resumen con
los requisitos principales de la actividad o establecimiento de que se trate,
que habré de exponerse en el local cuando resulte exigible, y el desarrollo de
aquellas otras que les atribuya la normativa sectorial (art. 22.2 LS). El certificado
de verificacién documental emitido por las ECC, a instancia de los interesados,
acredita, sin sustituir al criterio administrativo, que la ECC ha verificado la
documentacién precisa para obtener titulo habilitante, pronuncidndose sobre
su suficiencia e idoneidad para el fin pretendido (art. 26 LS).

Dada la relevancia de su funcién colaboradora, las ECC tienen obligacio-
nes de registro de su actividad, mantenimiento de expedientes y documentacién,
confidencialidad y disponibilidad de personal y otras vinculadas a su estatuto
como entidad colaboradora (art. 23 LS), especialmente en lo que respecta a
incompatibilidades, como garantia de independencia y neutralidad en el ejer-
cicio de sus funciones (art. 24 LS). Actian en competencia y en régimen de
mercado, si bien la LS incorpora mecanismos de transparencia de sus tarifas
para informar a los usuarios de sus servicios (art. 22.5 LS).

La simplificacién de procedimientos es objeto directo, en diversas vertien-
tes, de la LS. Asi, al igual que ocurre con el régimen de declaracién responsable
y comunicacién, la norma aragonesa ha venido a potenciar el efecto positivo
del silencio como regla general (art. 27.1 LS), ya establecido en la normativa
bdsica, que prevé, como es bien conocido, que en todos los procedimientos
iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la obligacién de dictar
resolucién expresa, el vencimiento del plazo mdaximo sin haberse notificado
esta legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio
administrativo. La LS establece, enumerdndolas, todas las excepciones a la
regla general comenzando, obviamente por las estatales (art. 27.2 LS), pero
previendo, ademds, que «excepcionalmente, podrd también establecerse el sen-
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tido desestimatorio del silencio mediante norma con rango de ley por razones
imperiosas de interés general» concretando en su memoria justificativa tales
razones, especificando los dafios para los intereses generales ponderandolos
con los legitimos intereses de sus destinatarios» (art. 27.3 LS). En procedimientos
iniciados de oficio rige la norma estatal y sectorial (art. 27.4 LS).

También al propésito del legislador aragonés de simplificar procedimien-
tos y agilizar su resolucién responde la regulacién del plazo de resolucién
y notificacién. Partiendo de las reglas estatales, conforme a las cuales plazo
méximo en el que debe notificarse la resolucién expresa, que no podrd exce-
der de seis meses salvo que una norma estatal con rango de Ley, cuando sea
de directa aplicacién o bdsica, establezca uno mayor o asi venga previsto
en el derecho de la Unién Europeq, serd el fijado por la norma reguladora
del correspondiente procedimiento (art. 28.1 LS); se fija en procedimientos
autondémicos como plazo general el plazo mdximo de tres meses (art. 28.2
LS). No obstante, podrd establecerse un plazo superior, comprendido entre los
de tres y seis meses, mediante norma con rango de ley por razones imperio-
sas de interés general, concretando en su memoria justificativa tales razones,
especificando los dafios para los intereses generales ponderdndolos con los
legitimos intereses de sus destinatarios» (art. 28.3 LS).

En lo que respecta a la emisién de informes y dictdmenes, dejando al mar-
gen los informes y dictémenes del Consejo Consultivo y el Consejo Econémico
y Social de Aragén, que continuardn rigiéndose por su normativa especifica,
se establece el plazo general, ya no solo residual, que serd de diez dias,
excepto que la normativa de la UE o estatal, cuando sea de directa aplicacién
o bésica, establezcan otro plazo superior. Podrd establecerse un plazo superior,
excepcionalmente, mediante norma con rango de ley por razones imperiosas
de interés general, concretando en su memoria justificativa las razones, especi-
ficando los dafos para los intereses generales ponderdndolos con los legitimos
intereses de sus destinatarios (art. 29.1 LS). Transcurrido el plazo méximo fijado
sin pronunciamiento expreso y motivado del érgano competente para su eva-
cuacién, se entenderdn emitidos en sentido favorable a la propuesta sometida
a informe y a la continuacién del procedimiento en aras de su resolucién por
el 6rgano competente (art. 29.2 LS). La suspensién del plazo maximo para la
tramitacién de un procedimiento administrativo por la necesidad de someterlo
a informes preceptivos internos solo podr& acordarse por resolucién expresa
del érgano llamado a resolver el expediente concreto. Esta facultad no serd
delegable en el 6rgano encargado de su tramitacién (art. 29.3 LS).

Los informes sectoriales que hayan de emitir los érganos o entidades del
sector pUblico aragonés en cualesquiera procedimientos de su competencia se
solicitardn y remitirdn electrénicamente a través de la plataforma de emisién de
informes sectoriales o, si estén dotadas de una funcionalidad equivalente, de
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otras plataformas o servicios generales de administracién electrénica existentes
o que puedan desarrollarse para el conjunto del sector publico de Aragén
procurando la interoperabilidad de las mismas (art. 30 LS).

En linea con el principio de reduccién de cargas que inspira la simplifica-
cién administrativa, se prevé como regla general, en todos los procedimientos
de competencia de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
y de sus organismos puUblicos iniciados a solicitud de interesado, la sustitucién
de la aportacién de documentacién por este por declaraciones responsables,
concretando en todo caso el momento idéneo para la aportacién, tendiendo
a exigirla Gnicamente a quienes resulte estrictamente necesario, atendida la
propuesta de resolucién y en el momento inmediatamente anterior mds cercano
a la misma (art. 31 LS).

Finalmente, la LS impone el andlisis y evaluacién, con la periodicidad
que se fije mediante acuerdo de la Comisién de Simplificacién Administrativa,
de los tiempos medios de tramitacién de los expedientes de su competencia,
identificando dilaciones indebidas y sus causas, sean estas regulatorias o
de gestién (art. 32 LS). Ademds, sobre la base de los datos incorporados
al Catdlogo de Procedimientos Administrativos y Servicios prestados por la
Administracién autondmica (art. 54 LS), el portal de transparencia autonémico
publicard, a efectos informativos, en formatos y presentacién fécilmente com-
prensibles y de forma coordinada con el departamento competente en materia
de administracién electrénica, relacién de procedimientos de su competencia,
régimen de infervencién administrativa sobre actividad de los particulares que
se aplique, indicacién, en su caso, de plazos mdximos de resolucién y de los
efectos que produzca el silencio administrativo y plazos de emisién de sus
informes y dictémenes (art. 33 LS).

3. Impulso a la administracién electrénica. Palancas de avance

La LS no regula todo el proceso de transformacién digital, que va més
allé de su dmbito regulatorio y objetivos. Pero, reconocido como un elemento
esencial del proceso de simplificacién, si ha incorporado una serie de elementos
clave de este que se configuran como palancas de avance para provocar un
salto cualitativo con respecto a la situacién actual. La coordinacién del pro-
ceso en todo el sector piblico resulta esencial, y por ello se impone que las
acciones de transformacién digital del sector pdblico autonémico han de ser
coherentes entre si y tener al ciudadano como referente, aun siendo conscien-
tes de los problemas derivados de la limitacién de las plataformas estatales a
entes publicos (art. 50 LS).

Las palancas de transformacién digital que incorpora la LS son las relativas
al impulso de los sistemas de identificacién y firma, la plena incorporacién al
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acervo administrativo aragonés de las tecnologias de registro distribuido, el
registro de funcionarios habilitados, el espacio de relacién con la ciudadania, la
plataforma de gobernanza de datos, los cuadros de mando y la planificacién,
organizacién e informacién sobre procedimientos.

Se opta por Cl@ve como plataforma de identificacién y firma, aunque se
admitan sistemas equivalentes, incluido sistemas de registro distribuido en el
marco de la legislacién bdsica estatal (art. 51.1 LS), también admitido para
acreditar ofros atributos de identidad (art. 51.5 LS).

Las tecnologias de registro distribuido se admiten con carécter general
como tecnologia para asegurar la aportacién, acreditacién e integridad de los
datos y documentos en cualquier expediente, procedimiento o registro, asi como
para articular la tramitacién administrativa automatizada (art. 52.1 y 2 LS).

El registro de funcionarios habilitados incorpora a funcionarios habilitados
tramitadores (art. 53.4 a 6 LS), sobre la base del Sistema de Identificacién de
Usuarios mediante atributos del Sistema de Recursos Humanos (art. 53.1 y 2
LS). Se concretan también los atributos inscritos (art. 53.3 LS).

El espacio personal de relacién con la ciudadania se concibe como un
estadio més avanzado que la tradicional carpeta ciudadana, un espacio per-
sonalizado y Unico de relacién electrénica con servicios de interés personal
de cada ciudadano, trdmites, notificaciones y comunicaciones o repositorio de
datos personales (art. 56 LS).

La Plataforma de Gobernanza de Datos estd llamada a tener un papel
esencial en el proceso de transformacién digital del sector piblico. La admi-
nistracién digital, como la empresa digital, serd administracién del dato, gene-
rado por la propia actuacién piblica. La Plataforma se nutrird de ellos y seré
base de gestién y disefio de politicas (art. 57 LS). Precisamente sobre tales
datos se construirdn los cuadros de mando que promueve la nueva norma,
adaptados a cada politica, elaborando informacién real y actualizada sobre
el funcionamiento del &mbito de que se trate para el disefio de politicas, toma
de decisiones, regulacién y evaluacién (art. 58 LS).

Finalmente, se afronta también la necesidad de planificar la regulacién
y establecimiento de procedimientos desde la perspectiva de simplificacién y
transformacién digital. Asi, toda memoria justificativa de normas que regulen
procedimientos deberd incluir una descripcién de sus opciones regulatorias
para configurarlos haciendo referencia a cuestiones tales como los canales
de relacién, volumen, documentacién, flujo, organizacién, etc. (art. 55 LS).
Y, como corolario, se mejora la informacién sobre procedimientos y servicios
configurando el Catélogo de Procedimientos y Servicios como el instrumento
que centraliza toda la informacién en la materia, con enlaces a los espacios
de tramitacién electrénica (art. 54 LS).
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IV. LA COORDINACION COMO INSTRUMENTO DE SIMPLIFICACION
ADMINISTRATIVA. EL DESARROLLO DE TECNICAS COLABORA-
TIVAS, COORDINADORAS Y ORGANIZATIVAS AL SERVICIO DE
LA SIMPLIFICACION

Uno de los fundamentales principios organizativos y de funcionamiento
del sector piblico es el de colaboracién, interorgdnica e interadministrativa.
El ejercicio colaborativo y coordinado de las respectivas competencias se ha
revelado como una formidable palanca de agilizacién y simplificacion de la
actuacién administrativa. Por ello, no debe extrafiar que una norma de sim-
plificacién parta, en este dmbito, de un mandato general de promocién por
las administraciones pdblicas aragonesas de instrumentos de colaboracién y
coordinacién y del ejercicio conjunto de sus facultades de intervencién sobre
las actividades econémicas, tanto de policia como de inspeccién y sancidn,
mediante los convenios que pudieran ser precisos, con la finalidad gene-
ral de impulsar la simplificacién administrativa y la especifica de agilizar el
otorgamiento o control de los titulos habilitantes de desarrollo de actividades
econdémicas, la ejecucién de proyectos concretos o de sectores econdmicos
especificos o la dgil resolucién de cualesquiera procedimientos administrativos.

Se parte, por tanto, de un criterio antiformalista, que permita adaptar las
medidas colaborativas y coordinadoras al dmbito especifico en que hayan de
aplicarse, ya sea un proyecto concreto, un sector econémico especifico o un pro-
cedimiento. Por ello, los instrumentos que podrdn utilizarse son diversos, desde
convenios o profocolos hasta 6rdenes de gestién coordinada, todo ello sujeto
a evaluacién permanente de las mejoras de eficacia y eficiencia alcanzadas.
Ademds, habida cuenta de la debilidad estructural de la planta administrativa,
consecuencia directa de la dispersién y baja densidad de la poblacién, las
administraciones publicas competentes en materia de cooperacién y asisten-
cia a los gobiernos locales podrén adoptar las medidas instrumentales y de
fomento necesarias, incluido el ejercicio, mediando las técnicas de relacién
interadministrativa més adecuadas, de las facultades de intervencién, inspec-
cién y sancién en materia de actividades econdmicas.

Entre las técnicas de colaboracién y coordinacién reguladas en la LS
destaca la gestién coordinada de procedimientos, que consiste en el estable-
cimiento de un marco de trabajo instrumental, organizativo y temporal para el
ejercicio de una competencia o del conjunto coordinado de las competencias
que corresponden a diferentes Administraciones piblicas, organismos pUblicos
u érganos administrativos, para la autorizacién de una actividad o proyecto
concretos o de sectores econémicos especificos.

La gestién coordinada se acordard por orden del departamento compe-

tente o, cuando lo sean varios, por orden conjunta, y mediante convenio cuando
se trate de distintas Administraciones publicas. Las érdenes, o convenios, de
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gestién coordinada de procedimientos establecerén el marco instrumental,
organizativo y temporal de la gestién coordinada, incluyendo de forma deta-
llada las medidas de coordinacién y colaboracién aplicables, asi como, muy
especialmente, el horizonte temporal de gestién coordinada determinando el
momento en que se prevea la emisién de las resoluciones sustantivas o ambien-
tales precisas para el desarrollo de la actividad o proyecto. Deberd también
precisarse la documentacién que deberd elaborarse y presentarse para hacer
posible la gestién coordinada, conforme a la regulacién de los procedimientos
que constituyan su objeto. Finalmente, desde una perspectiva organizativa,
deberd también identificarse a la persona responsable de la gestién coor-
dinada, entre empleados piblicos, autoridades o cargos del sector piblico
autondmico, siempre con conocimientos especializados en la materia de que
se trate, y los empleados piblicos que actien como enlace en los diferentes
departamentos y organismos para el procedimiento de gestién coordinada.
Tiempos, expedientes y personas son asi objeto de coordinacién para confor-
mar una actuacién previsible, anticipando los problemas e identificados a los
agentes intervinientes.

Las érdenes o convenios de gestién coordinada podrdn también estable-
cer especialidades procedimentales previendo que cuando un érgano deba
emitir informe en varios de los procedimientos coordinados, los emita todos
simultdneamente mediante un Unico informe, con cuantos pronunciamientos
correspondan al érgano competente. También podrdn prever la resolucién
simultdnea de los procedimientos de que se trate, cuando resulte legalmente
posible, o la programacién de su resolucién sucesiva y coordinada en el tiempo
para incrementar la previsibilidad y certidumbre de la actuacién administrativa,
todo ello en el marco temporal de la gestién coordinada que se haya previsto.

La actuacién coordinada puede exigir en ocasiones, no siempre, personal,
especialmente cuando se trate de gestién masiva y no automatizable. Es por ello
por lo que la LS, como hicieron normas que la precedieron concebidas para la
gestién de la pandemia, ha regulado las denominadas unidades transitorias de
apoyo a la gestién, que pueden crearse también por orden, incluso de gestién
coordinada, bien con esta finalidad especifica, bien mediante orden especifica
para colaborar en la gestién masiva y ocasional de procedimientos. Serd la
orden de creacién la que determine su composicién, dependencia funcional,
vigencia y tareas, teniendo presente que no podrd suponer incremento de
gasto de personal y que para la dotacién de estas unidades podré aplicarse
el régimen especial de atribucién temporal de funciones.

Facilmente se comprende, por ello, que dicho régimen especial de atri-
bucién temporal de funciones tiene cardcter instrumental. Conforme al mismo,
la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y sus organismos
pUblicos dependientes podrdn atribuir a su personal, por razones de urgencia
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o inaplazable necesidad, debidamente justificadas, mediando negociacién
colectiva, el desempefio temporal en atribucién de funciones de cardcter forzoso
para la realizacién de funciones, tareas o responsabilidades, que podrén ser
distintas a las correspondientes a su puesto de trabajo o funcién, en el mismo
o en distinto departamento u organismo publico y para la gestién coordinada
de procedimientos o cuando, por causa de su mayor volumen temporal u otras
razones coyunturales, no puedan ser atendidas con suficiencia por el personal
que desempefie con cardcter permanente los puestos de trabajo o funciones
que tengan asignadas.

Las condiciones subijetivas de la atribucién de funciones forzosa, derivadas
de la normativa bdsica estatal, imponen que la atribucién incluya funciones
de las propias del cuerpo, escala, clase de especialidad, categoria, subgrupo
profesional, o funciones que desempefie el personal afectado; que se realice
conforme a criterios basados en el principio de objetividad, previa negociacién
colectiva, y sin que pueda afectar al personal temporal que sea incompatible
por la naturaleza de su relacién contractual, en el caso del personal laboral
temporal, o de su nombramiento administrativo, en el caso del personal interino;
y que si supone traslado forzoso a otra localidad, previa negociacién colectiva
se determinen los criterios conforme a los cuales se designard al personal del
departamento u organismo puiblico que esté destinado en la localidad mas
préxima o con mayores facilidades de desplazamiento, que tenga menores
cargas familiares y, en igualdad de condiciones, menor antigiiedad al servicio
de la Administracién, todo ello sin perjuicio de las indemnizaciones que por
razén del servicio resulten procedentes. En todo caso, los empleados publi-
cos afectados continuarén percibiendo las retribuciones correspondientes a
su puesto de trabajo, que serén abonadas por su departamento u organismo
pUblico de origen. El incumplimiento de las funciones, tareas o responsabili-
dades asignadas por parte del personal a la atribucién temporal de funciones
dard lugar a la exigencia de la responsabilidad disciplinaria.

V. LA SIMPLIFICACION DIRECTA. MEDIDAS ADOPTADAS EN DIFE-
RENTES NORMAS ESTRUCTURALES PARA EL SECTOR PUBLICO
AUTONOMICO

La LS, ademds de lo anterior, ha incorporado un amplio paquete de refor-
mas de leyes estructurales para la gestién pdblica, como son, por ejemplo, el
texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio, la Ley 5/2015,
de 25 de marzo, de subvenciones de Aragén, o la Ley 3/2011, de 24 de
febrero, de medidas en materia de contratos del sector piblico de Aragén,
entre ofras. A estas reformas se dedican las péginas que siguen.
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1. Medidas en materia de hacienda

La reforma del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad
Auténoma de Aragédn, aprobado por Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de
junio, responde al propésito de agilizar la gestién presupuestaria pues, como
cualquier gestor piblico sabe, de nada sirve agilizar procedimientos sustantivos
si la gestién presupuestaria es lenta o se paraliza, mal se podréan planificar
los primeros, por mucho que insistan ciertos foros, si no resulta previsible y
cierto el escenario presupuestario, tan condicionado frecuentemente por la
azarosa vida politica.

En esta linea, la disposicién final primera de la LS afronté una reforma de
la normativa de Hacienda tendente, mds que a introducir radicales cambios
sustantivos, a modificar la atribucién de competencias al Gobierno y al titular
del Departamento de Hacienda, entre otras, con objeto de agilizar la gestién
presupuestaria en relacién con una serie de expedientes. Tal es el objetivo
de la modificacién del régimen de los gastos de cardcter plurianual (art. 41
LHA), las imputaciones de créditos de ejercicios cerrados [art. 42.2.c) LHA],
las generaciones de crédito (art. 45.3 LHA), las transferencias de créditos que
alteren la suma global de créditos ni modifiquen secciones presupuestarias
(art. 47.2 LHA), la unificacién de supuestos en que se requiere autorizacién
de gasto por el Gobierno (art. 51.1 LHA) o de las operaciones de Tesoreria
dentro de los limites de la Ley de Presupuestos (art. 96.2 LHA) y la cobertura
de necesidades de Tesoreria con anticipos del Banco de Espafia o entidades

de crédito (art. 90.1 LHA).

Pero, ademds, se han introducido reformas especificas en relacién con la
autorizacién de apertura de cuentas de gastos de centros docentes piblicos
(art. 88.4 LHA), la mejora de la regulacién de los sistemas de cobro y pago,
incorporando tarjetas de crédito y débito para recaudacién de derechos y de
débito o prepago por cajero pagador habilitando asimismo el uso de banca
electrénica por determinados empleados puiblicos (art. 89 LHA) y la innece-
sariedad de entrega de resguardo original de depésito para su devolucién
(art. 92.4 LHA).

Por otra parte, la disposicién adicional cuarta de la LS regula la tramitacién
ante Consejo de Gobierno de los expedientes de gasto de pequefia cuantia,
previendo los que, debiendo ser autorizados o aprobados por el Gobierno
de Aragén, incluyendo entre los que podrdn ser autorizados o aprobados
por el titular del departamento competente en materia de hacienda aquellos
expedientes que se determinen mediante acuerdo del Gobierno de Aragén, a
propuesta del titular del departamento competente en materia de hacienda v,
en todo caso, los expedientes de gasto por importe inferior a tres mil euros,
excluidos los de convalidacién o resolucién de discrepancias regulados en los
articulos 74 y 75 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad
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Auténoma de Aragén, aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2000, de
29 de junio.

Finalmente, en lo atinente a derechos de pequefia cuantia, los titulares de
los érganos directivos del departamento competente en materia de hacienda
podrén acordar, en su caso, la no liquidacién, anulacién y baja en contabi-
lidad de todas aquellas deudas inferiores a la cantidad de diez euros, o la
que fije el titular del Departamento, cuando se consideren insuficientes para la
cobertura del coste que representa su exaccién y recaudacion.

2. Medidas en materia de subvenciones publicas

Més relevante es la modificacién de la Ley 5/2015, de 25 de marzo, de
subvenciones de Aragén. Se ha regulado la tramitacién urgente de subvenciones,
nuevamente sobre la base del precedente de la normativa aprobada para la
gestién de la crisis pandémica de 2020. La tramitacién urgente de subvencio-
nes podrd aplicarse con cardcter excepcional, cuando la Administracién tenga
que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastréficos o de
situaciones sobrevenidas que supongan grave peligro o graves dafios para los
infereses generales o el tejido empresarial. Podrd utilizarse para procedimientos
concretos, por dmbitos materiales especificos de la accién publica o en relacién
con las actuaciones necesarias de acuerdo con los acontecimientos o situacién
que justifiquen la urgencia. Cuando se trate de nuevas lineas de subvenciones,
podrdn tramitarse en todo caso en un expediente Gnico que incluya las modifica-
ciones precisas del plan estratégico, la elaboracién de las bases reguladoras y la
convocatoria de las ayudas. Puede preverse control financiero mediante acuerdo
del Gobierno de Aragdn, a propuesta motivada de la Intervencién General.

En segundo lugar, la reforma promueve la agilizacién de procedimientos
y la reduccién de cargas mediante medidas diversas, ya sea reduciendo pla-
zos de tramitacién, ya eliminando cargas, ya revisando ciertos trédmites. En
concreto, se han introducido los siguientes cambios:

a) Informes de intervencién y servicios juridicos de bases reguladoras,
10 dias, transcurridos los cuales, en ausencia de pronunciamiento expreso, se
entenderdn emitidos en sentido favorable (art. 11.3 LSA), previendo, ademds,
posibilidad de bases tipo (art. 11.5 LSA).

b) Innecesaridad de comisién de valoracién, ademds de en los casos del
art. 14.3.a) y ¢) LSA y cuando no sea preciso acudir a criterios para seleccio-
nar ni para cuantificar la subvencién, cuando dichos criterios sean totalmente
automdticos, facilitando asi gestién automatizada (art. 14.4 LSA), asi como
en los supuestos de reintegro (art. 49.3 LSA).

c) Mejoras en la publicidad de convocatorias autonémicas de subvencio-
nes (art. 15 LSA).
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d) Mejora técnica sobre fijacién de criterios de cuantificacién de la sub-
vencién (no sélo en simplificados) [art. 17.m) LSA].

e) Potenciacién de presentacién telemdtica de solicitudes (art. 18.1 LSA).

f) Potenciacién de declaracién responsable para la presentacién de docu-
mentos siempre que sea posible, sin perjuicio de la necesidad de aportacidn,
cuando proceda, antes del pago (art. 19.3 LSA), y para la acreditacién de
cumplimiento de legislacién sectorial (art. 40.3 LSA).

g) Reduccién del tramite de audiencia a propuesta de resolucién, cuando
sea preceptivo (art. 22.2 LSA).

h) Reduccién del plazo de resolucidn a tres meses desde publicacién de
la convocatoria o finalizacién del plazo de presentacién de solicitudes, segin
determinen las bases reguladoras (art. 23.1 LSA).

i) Se mantiene la exigencia de acreditacién técnica del cumplimiento
de requisitos de concesién directa, pero se elimina la exigencia de comisién
técnica (art. 28.2, suprimiendo el 28.3 anterior LSA).

h) Flexibilizacién de plazos (art. 32.1 a 3, y 5 para otras administraciones
LSA) y sistemas de justificacién (incluyendo informe de auditor, cuenta justifica-
tiva simplificada para pequefias subvenciones y en entidades locales, informe
del secretario-interventor, del interventor o del érgano de control equivalente
que acredite la veracidad y la regularidad de la documentacién justificativa
de la subvencién, expresando su conformidad, o la presentacién de estados
contables que acrediten la realizacién de la actividad tales como la ejecucién
presupuestaria) (art. 32.5, pdrrafo segundo LSA).

i) Regulacién general supletoria de pagos anticipados a entidades locales
(90%, excepto FITE); familias e instituciones sin fines de lucro (0% en progra-
mas de sanidad, seguridad y proteccién social, vivienda y promocién social,
excepto 100% para subvenciones inferiores a 18.000 € y las del 0,7% IRPF,
sin prestacién de garantia); y restantes supuestos (50%, con previsién en bases,
que fijardn limite y garantias, obligatorias en anticipos superiores a 60.000 €,
salvo que el beneficiario sea administracién pablica o una institucién sin fines de
lucro que reciba subvenciones para el desarrollo de proyectos de investigacién
y actuaciones de accién social y humanitaria) (art. 41.3 LSA).

A las subvenciones del fondo local se dedican la disposicién transitoria
quinta, la letra a) del apartado tercero de la disposicién derogatoria Gnica y
el apartado décimo noveno de la disposicién final segunda de LS. Los proce-
dimientos de concesién de subvenciones destinadas a las entidades locales de
Aragén incluidos en los presupuestos de la Comunidad Auténoma con cargo
al Fondo Local de Aragén se regirdn por bases reguladoras especificas para
cada materia, elaboradas por los departamentos autonémicos competentes. La
aprobacién y modificacién de estas nuevas bases reguladoras deberd comu-
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nicarse, con cardcter previo a su aprobacién, al departamento competente en
materia de régimen local. En todo caso, las bases del fondo local seguirdn
en vigor seis meses desde la entrada en vigor de la LS, debiendo aprobarse
dentro de dicho plazo las bases especificas.

3. Medidas en materia de contratacién publica

También de interés son las modificaciones introducidas en la Ley 3/2011,
de 24 de febrero, de medidas en materia de contratos del sector piblico de
Aragén, especialmente sobre contratos menores, recurso especial e incum-
plimiento culpable y prohibicién de contratar, aun cuando también se han
introducido otras para aligerar cargas administrativas sobre aportacién de
documentos (art. 5 LCA), regular la declaracién responsable Gnica (art. 6
LCA), la fiscalizacién de contratos derivados, que se eximen (art. 11 LCA) o
la autorizacién automdtica a la administracién para recabar datos (art. 15
LCA), asi como la derogacién de preceptos ya superados tras la reforma de
la legislacién bésica (arts. 10, 12 y 14).

Entre las modificaciones introducidas por la LS, quizd la més relevante
ha sido la del régimen juridico del contrato menor, aunque, paradéjicamente,
el proyecto de Ley aprobado por el Gobierno, en esta materia, se limitaba a
introducir una modificacién menor para aclarar la relacién entre la exigencia
de tres ofertas y la tramitacién en concurrencia de contratos menores. Pero
en la tramitacién parlamentaria se suscité cierto debate sobre el régimen del
contrato y gasto menor que dio lugar a una propuesta transaccional integral
que renueva y simplifica el régimen del contrato menor en Aragén.

La enmienda 246 del PP, propuso introducir un nuevo apartado 2bis en
el articulo 4 de la Ley 3/2011 que estableciese lo siguiente: «Todas las pres-
taciones de importe inferior a los 3.000 euros tendrdn la consideracién de
gasto menor y bastard para su pago con la presentacién de factura. A estas
previsiones no le son de aplicacién las previsiones de contratacién piblica esta-
blecidas en la normativa de contratacién piblica, salvo la relativa al informe del
érgano de contratacién que justifique que no se estd fraccionando ilegalmente
el contrato en el sentido expresado en el articulo 99.2 LCSP». Dicha enmienda
fue literalmente tomada de uno de los textos aportados en audiencia legislativa,
planteando el grupo proponente una escueta motivacién conforme a la cual,
segun su criterio, «puesto que se ha entrado a modificar la Ley 3/2011 seria
deseable regular también el concepto de gasto menor». Parece poco discutible,
sin embargo, que dicha previsidén carecia de encaje constitucional pues sélo
el legislador bdsico estatal puede establecer excepciones, especialmente tan
categdricas, a norma bdsica estatal.

La enmienda partia, a mi juicio, de una inadecuada comprensién del
marco legal vigente, integrado por la normativa de hacienda y la de contra-
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tacién, y de los conceptos de «gasto menor» y de «contrato menor». Lo cierto
es que hay «gastos menores» no sujetos a la legislacién de contratos, como
puede ocurrir con los que retribuyen indemnizaciones por razén del servicio,
por ejemplo, a través de anticipos de caja fija, y otros que si lo estdn, como
contratos menores, incluso aunque se retribuyan también a través de caja fija. Es
sobre esta distincién sobre la que puede plantearse la conveniencia de regular
el gasto menor, como habia hecho ya, por ejemplo, la comunidad balear a
través de la disposicién adicional segunda de la Ley balear 14/2018, de 28
de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Auténoma de las
llles Balears para el afio 2019, que resolvié por acuerdo el conflicto con el
Estado en Comisidn Bilateral, lo que otorga un plus a su norma, aceptada por
el Estado como constitucional, segin se desprende del Acuerdo de la Comisién
Bilateral de Cooperacién Administracién General del Estado-Comunidad Auté-
noma de llles Balears en relacién con la Lley 14/2018, de 28 de diciembre,
de Presupuestos Generales de la Comunidad Auténoma de las llles Balears
para el afio 2019, publicado mediante Resolucién de 25 de septiembre de
2019, de la Secretaria General de Coordinacién Territorial.

Lo cierto, por ofra parte, es que mds alld del evidente problema de
constitucionalidad de la enmienda propuesta, de haberse aceptado sin més
en Aragén hubieran existido seis regimenes juridicos diferentes para realizar
contratos menores, seis, nada mds y nada menos, por debajo de 40.000 euros
para obras y de 15.000 euros para suministros y servicios. Concretamente,
lejos de establecer un régimen claro para el gestor y para las autoridades de
control, tales regimenes hubieran sido los siguientes:

a) Por debajo de 3.000 euros, el régimen de gasto menor que proponia
la enmienda 246 del PP, un régimen que, curiosamente, al exigir «informe del
érgano de contratacién que justifique que no se estéd fraccionando ilegalmente
el contrato en el sentido expresado en el articulo 99.2 LCSP», con redaccién
abiertamente entregada a la filosofia de la sospecha que subyace en ciertos
planteamientos politicos y doctrinales, imponia precisamente aquello de lo
que la norma bdsica exime al gasto menor, dado que excepciona expre-
samente «la emisién de un informe del érgano de contratacién justificando
de manera motivada la necesidad del contrato y que no se estd alterando
su objeto con el fin de evitar la aplicacién de los umbrales descritos en el
apartado anterior».

b) Entre 3.000 y 5.000 euros, el régimen ordinario establecido en el
articulo 118 y concordantes LCSP cuando no se utilizase sistema de caja fija
u ofro similar.

c) Por debajo de 5.000 euros, ademds, el régimen del articulo 118.5
LCSP conforme al cual «lo dispuesto en el apartado 2.° de este articulo no
serd de aplicacién en aquellos contratos cuyo pago se verifique a través del
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sistema de anticipos de caja fija u otro similar para realizar pagos menores,
siempre y cuando el valor estimado del contrato no exceda de 5.000 euros»,
teniendo presente que estos contratos estdn exentos con cardcter bdsico de
publicidad, entre otras cuestiones, conforme al articulo 63.4 LCSP.

d) Entre 5.000 y 6.000 euros en suministros o servicios y 5.000 y 30.000
euros en obras, el régimen establecido en el articulo 118 y concordantes LCSP.

e) Por encima de 6.000 euros en suministros o servicios o 30.000 euros
en obras, el régimen del articulo 4.2, primer pérrafo, de la Ley aragonesa
3/2011, conforme al cual se imponia consulta a tres empresas, al menos,
siempre que fuese posible, teniendo presente que este régimen se solapaba
con el del articulo 118 y concordantes LCSP.

f) En cualesquiera supuestos, dentro del umbral del contrato menor, es
decir, 15.000 euros para suministros y servicios y 40.000 euros para obras,
conforme al segundo pdrrafo del articulo 4.2 de la Ley aragonesa 3/2011
hubiera sido posible la licitacién en concurrencia.

No parece el anterior un resultado aceptable. Si se reformaba esta cues-
tién, tal cual propone la LS, entonces en tramitacién, lo razonable era simplificar
la regulacién. Y ello porque sucesivas reformas concebidas desde la sospecha
y la desconfianza en el gestor piblico, desde la castiza confianza en que el
boletin oficial resuelve por si mismo los problemas, habian convertido el con-
trato menor en un problema, como ocurrié con el negociado por razén de la
cuantia, vigente en multitud de paises de la Unién Europea, con las actuales
Directivas, con las mismas Directivas. Y tras convertirlo en un problema, se
plantearon excepciones para evitar que lo fuese en algunos dmbitos, como el
de la investigacién, entre otros, abundando asi, en el mejor de los casos, en
error tras error. Se regula mal, con prejuicios, y se excepciona la regulacién
cuando se percibe inadecuada. Y cuando la excepcién no es suficiente se vuelve
a excepcionar la excepcién. Tal es el germen de muchos delirios regulatorios
que asfixian al sector piblico y a algunos sectores econémicos.

En la regulacién del contrato y gasto menor, como en tantas otras cuestio-
nes, era indispensable combinar, de forma equilibrada, funcionalidad y control,
sin llegar a la desregulacién total, como en Navarra, tomando como referencia
obligada los articulos 118 y concordantes LCSP, bdsicos, simplificando en lo
posible la regulacién precedente. Para ello, la transaccién propuesta, que final-
mente se incorporé al texto de la LS, partié del establecimiento Gnicamente de
dos regimenes juridicos, por debajo de 5.000 (gasto menor, que es contrato
menor con régimen especial) y por encima de 5.000, remitiendo al articulo
118 y concordantes LCSP, con posibilidad de licitacién voluntaria de todos v,
en el caso de determinados contratos de servicios, por su cardcter recurrente y
la especial problemdtica prdctica que han suscitado, con exigencia de licitacién
o exigencia de triple oferta.
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Sobre esta base se aprobé la reforma del régimen juridico del contrato
y gasto menor. Conforme a ella «para la celebracién de contratos menores
regulados en la legislacién bdsica estatal se aplicardn las siguientes reglas: a)
Los contratos de obras, servicios y suministros cuyo valor estimado no exceda
de 5.000 euros, IVA excluido, se considerardn gastos menores. Sin perjuicio
de las normas especiales relativas a los pagos a justificar, el reconocimiento
de la obligacién y el pago de los gastos menores solo requiere que se justi-
fique la prestacién correspondiente mediante la presentacién de la factura o
del documento equivalente ante el érgano competente, que serd debidamente
conformado. Estos gastos menores no requieren ninguna tramitacién sustantiva
o procedimental adicional a los actos de gestidn presupuestaria sefialados. En
todo caso los gastos menores constituyen pagos menores a los efectos del inciso
final del articulo 63.4, del tercer parrafo del articulo 335.1 y del tercer pérrafo
del articulo 346.3 de la Ley 9/2017, Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de
Contratos del Sector Piblico, por la que se transponen al ordenamiento juridico
espariol las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014». En segundo lugar, «los contratos
de servicios que solo puedan ser prestados por un Unico empresario, los de
suministros y los de obras, todos ellos de valor estimado superior a 5.000 euros,
IVA excluido, se someterdn al régimen establecido para los contratos menores
en la legislacién bdsica estatal». En tercer lugar, «los contratos de servicios
de valor estimado superior a 5.000 euros, IVA excluido, no incluidos en la
letra anterior requerirdn la realizacién telemética de consulta previa al menos
a tres empresas que puedan ejecutar el contrato, siempre que sea posible,
o alternativamente, a eleccién del érgano de contratacién, licitacién piblica
conforme a lo establecido en la letra siguiente». Y, finalmente, «la licitacién
de los contratos menores, cualquiera que sea su cuantia, podrd realizarse con
publicidad en el perfil de contratante. En tal caso, el plazo para la presentacién
de proposiciones no podré ser inferior a cinco dias hdbiles, a contar desde el
siguiente a la publicacién del anuncio de licitacién en el perfil de contratante.
En el anuncio se identificard el objeto del contrato y las prestaciones que
lo integran, los criterios de adjudicacién, y cualesquiera circunstancias que
hayan de tenerse en cuenta durante su ejecucién. Podré presentar proposicién
cualquier empresario con solvencia, capacidad de obrar y que cuente con la
habilitacién profesional necesaria para realizar la prestacién. La celebracién
de contratos menores se consignard en el registro de contratos de la entidad
contratante».

Modificacién igualmente relevante, ha sido la que ha recuperado en Ara-
gén los umbrales de recurso especial previstos en la legislacién bdsica estatal,
corrigiendo asi la anomalia de nuestra Ley (sélo seguida por Navarra) (art.
17.2 LCA). Ademds, se regulan las causas de inadmisién de recurso especial

(art. 21.2 LCA).
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Y la tercera cuestidn resefiable en esta materia, finalmente, es la relativa
al régimen de la resolucién por incumplimiento culpable del contratista y la
imposicién de prohibicién de contratar. A este respecto, se establecen diversas
medidas, sobre tramitacién simultdnea de resolucién culpable y prohibicién
de contratar, comunicacién de prohibiciones, efectos y extensién de efectos
para reforzar la reaccién administrativa ante contratistas maliciosos, todas
ellas con objeto de reforzar la reaccién administrativa contra incumplimientos
del contratista, especialmente culpables o resultantes de précticas colusorias o
anticompetitivas. En esta linea, se prevé, la ampliacién del plazo de resolucién
contractual, de modo que el plazo de resolucién para los contratos de Admi-
nistraciones puUblicas serd el de la legislacién bdsica de contratacién piblica
y, en defecto de regulacién, ocho meses contados desde la fecha en la que
el 6rgano de contratacién, de oficio o a instancia del contratista, acuerde la
incoacién del procedimiento de resolucién (art. 13 LCA). Ademds, se regula
la tramitacién simulténea del procedimiento de resolucién por incumplimiento
culpable y de declaracién de prohibicién de contratar, de modo que el contra-
tista serd emplazado a alegar simultdneamente respecto de ambas cuestiones,
y advertido de la tramitacién simultdnea cuando la prohibicién de contratar
pueda deducirse de la culpabilidad del contratista en la resolucién, presu-
miéndola si concurre dolo, mala fe o temeridad manifiesta en sus actuaciones
(art. 13bis LCA). Ademds, se prevé, en lo que respecta a los efectos de la
prohibicién de contratar, que operard respecto de las adjudicaciones precisas
para completar la prestacién, promoviéndose la extensién de efectos a todo
el sector piblico autonémico de todas las prohibiciones y la comunicacién
al Estado para la extensién a todo el sector piblico, previos los tramites que
procedan (arts. 13bis.4 y 28 LCA).

4. Otras medidas de aplicacién directa

La LS, junto a las anteriores reformas estructurales, ha introducido tam-
bién otras modificaciones sectoriales en materia de energia, ordenacién del
territorio, urbanismo, INAGA, montes y vias pecuarias, entre otras. Asi, ha
realizado una amplia reforma del régimen de generacién de energia eléctrica
a partir de fuentes renovables, ampliando el régimen establecido en 2016 para
la generacién edlica, adaptdndolo, a ofras energias renovables no edlicas,
cogeneracién y residuos [fitulo V y disposicién final 107 LS).

En materia de ordenacién del territorio, se elimina el tramite de informe
de Comisién Delegada de Politica Territorial en declaraciones de interés gene-
ral, tanto en la normativa de ordenacién del territorio (disposicién final 7 LS)
como en el Decretoley 1/2008 (disposicién final 5° LS). En la misma lineq,
en la normativa urbanistica se elimina el cardcter dispositivo del régimen de
declaracién responsable y se extiende esta a determinadas instalaciones de
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generacién renovable y autoconsumo y en aparcamientos y espacios libres
privados o instalacién de puntos de recarga en edificios de uso colectivo
(disposicién final 87 LS).

En relacién con la normativa reguladora del Instituto Aragonés de Ges-
tién Ambiental, se introducen diversas reformas para centralizar y mejorar el
intfercambio de datos, documentacién, consultas, expedientes e informes y se
refuerza la obligacién de comunicacién telemdtica de los interesados (dispo-
sicién final 119 LS).

La normativa de montes y vias pecuarias se modifica igualmente, en térmi-
nos muy similares, para coordinar el régimen de autorizaciones o concesiones
demaniales con la normativa energética, simplificando ademés la tramitacién
de las modificaciones de tales titulos en determinados supuestos (disposiciones
finales 14y 15°LS).

Por lo demds, se introduce también un cambio menor en la normativa de
vivienda, para establecer el plazo de tres meses para la enajenacién directa
su suelo tras concurso que haya quedado desierto, siempre conforme al pliego
de condiciones que rigié dicho concurso (disposicién final 99 1S), se reforma el
régimen de los planes anuales de aprovechamiento, que se someten a comunica-
cién en lugar de autorizacién, y se da cumplimiento a acuerdos competenciales
con el Estado (disposicién final 12° LS); y se introduce una modificacién del
devengo de la tasa 14 (servicios en materia de ordenacién de actividades
industriales, energéticas, metrolégicas, mineras y comerciales) difiriéndolo a
la resolucién de admisién a tramite de solicitudes, cuando exista (DF 13° LS).
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